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Radicación Nro.

66001-31-05-004-2014-00530-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Fernando Correa Pérez 
Demandado:


Colpensiones
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:
COSA JUZGADA.
Mediante providencia proferida el 30 de noviembre de 2010 el juzgado de conocimiento negó las pretensiones, al considerar que, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, los requisitos que debía cumplir el actor eran los dispuestos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, en su versión original, por haberse estructurada la invalidez en vigencia de la Ley 860 de 2003.  Tales presupuestos no fueron cumplidos, pues al tratarse de un afiliado inactivo debía acreditar un mínimo de 26 semanas en el año anterior a que se generó la discapacidad y, en ese interregno no cotizó semana alguna. Adicionalmente consideró la imposibilidad de dar un salto al Decreto 758 de 1990, porque en el intermedio de ésta norma y la que regula el caso se encuentra la Ley 100 de 1993

Como puede observarse, el fundamento fáctico de la demanda primigenia es el mismo en el que descansa la presente acción, sólo que a ésta última le fueron adicionados los hechos relacionados con la reclamación administrativa elevada el 17 de febrero de 2014 y los actos administrativos que se profirieron en procura de una respuesta. 

En cuanto a las pretensiones, ellas resultar ser idénticas, en la medida en que se reclama en ambas acciones el reconocimiento de la pensión de invalidez por aplicación del principio de la condición más beneficiosa, por no acreditar los requisitos dispuestos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, con las modificaciones de la Ley 860 de 2003, pero sí los presupuestos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990.

Respecto a los sujetos procesales, se tiene que también hay identidad entre estos, pues aun cuando la demanda inicial fue presentada en contra del Instituto de Seguros Sociales, la aquí demandada es la entidad encargada de la administración del régimen de prima media, luego de que se ordenará la liquidación de aquél.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiséis de abril de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor FERNANDO CORREA PÉREZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 20 de abril de 2016, dentro del proceso que promueve en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00530.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Fernando Correa Pérez que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 27 de abril de 2006, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor. 

En su relato fáctico refiere que la Gerencia Nacional de Atención al Pensionado  del desparecido Instituto de Seguros Sociales, mediante dictamen de fecha 13 de febrero de 2008. lo calificó con una pérdida de capacidad laboral igual a 69.25% con fecha de estructuración 27 de abril de 2006; que en virtud de tal valoración, el día 5 de marzo de 2008, solicitó a la entidad el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, pretensión que fue negada mediante acto administrativo No 00662 del 27 de enero de 2009, por no registrar cotizaciones en los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez.

Finalmente indicó que agotó la reclamación administrativa el día 17 de febrero de 2014, la cual fue resuelta desfavorablemente, mediante resolución No GNR 264426 de 2014.
Al contestar la demanda –fls.63 a 67- aceptó los hechos narrados anteriormente, excepto el que hace referencia a que deben prosperar las aspiraciones del actor, a las que de paso se opuso, formulando en su defensa las excepciones que denominó “Inexistencia de la Obligación”, “Improcedencia de los intereses de mora” y “Prescripción”.
En audiencia pública celebrada el día 2 de septiembre de 2015, el juzgado, luego de analizar el expediente administrativo del señor Correa Pérez aportado por Colpensiones, ordenó oficiar a la oficina de Reparto de Administración Judicial de Cali para que informará si en ese Distrito el actor había presentado acción laboral en contra de la aquí demandada, encontrando que, en efecto, ante el Juzgado Cuarto Laboral Adjunto del Circuito de Cali, había adelantado demanda ordinaria laboral de primera instancia, fundamentada en los mismos hechos y con iguales pretensiones a las reclamada a través de ésta acción.
De dicha información se dio traslado a las partes accionadas, y en virtud a ella, la parte accionada solicitó que se declarará la excepción de cosa juzgada.

En sentencia de 20 de abril de 2016, la funcionaria de primer grado determinó, acogiendo la posición de las Salas 1º y 3º de esta Corporación, respecto a la aplicación de la condición más beneficiosa, que el señor Fernando Correa Pérez, se encontraba dentro los parámetros allí establecidos para que fuera reconocida a su favor la pensión de invalidez, pues aun cuando no había cotizado una sola semana dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, contaba en su historia laboral con más de 300 semanas antes del 1º  de abril de 1994.

No obstante, determinó que se configuró el fenómeno de la cosa juzgada, al advertir que en la acción laboral que se inició ante el Juzgado Cuarto Laboral Adjunto del Circuito de Cali, se solicitó que se ordenara al ISS –hoy Colpensiones- el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez dando aplicación al principio de la condición más beneficiosa, con fundamento en los mismos hechos que actualmente soportan la presente acción, por lo tanto, declaró probada de oficio la dicha excepción, procediendo a negar las pretensiones de la demanda.
Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso indicando que existen hecho nuevos en el líbelo inicial, pues se efectuó una nueva reclamación administrativa que produjo la expedición de dos actos administrativos que merecen el análisis correspondiente por parte de la juez.

Sostiene también que la pensión de invalidez que reclama, es imprescriptible y por lo tanto puede ser reclamada en cualquier momento, más aún cuando se evidencia que cuenta con los requisitos para acceder a la prestación, recordando que ello constituye un derecho adquirido y que de no acceder se estaría vulnerado un derecho fundamental, dado que es una persona incapacitada para laboral y su familia depende de sus ingresos. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:

¿Se configuró la cosa juzgada en el presenta asunto?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. EL FENOMENO DE LA COSA JUZGADA

El fenómeno de la cosa juzgada representa una institución jurídico-procesal tendiente a obtener la inmutabilidad, estabilidad y respeto de las decisiones judiciales que de acuerdo a las disposiciones de la legislación adjetiva han quedado en firme. En tal sentido constituye pilar fundamental del principio superior del debido proceso, al impedir a los funcionarios encargados de administrar justicia, reabrir litigios que ya han sido resueltos con anterioridad, lo que garantiza la estabilidad jurídica y le otorga seriedad y seguridad al sistema. 

Por disposición del artículo 332 del C.P.C. (hoy 303 del C.G.P), aplicable en los procesos laborales según autoriza el Art. 145 del C.P.T.S.S., para que frente a un proceso pueda pregonarse la ocurrencia de la cosa juzgada es necesario que se presente identidad de objeto, identidad de causa e identidad jurídica de las partes.

La valoración de identidad de dos procesos, en relación a estos tres elementos que configuran la institución jurídico-procesal de la cosa juzgada, no deben ser interpretados a tal punto de considerar, que el juicio primigenio debe ser una fiel copia del contemporáneo, por cuanto lo que se busca, según lo ha expuesto la Honorable Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
, es: 

“…que el núcleo de la causa petendi, del objeto y de las pretensiones de ambos procesos evidencien tal identidad esencial que permita inferir al fallador que la segunda acción tiende a replantear la misma cuestión litigiosa, y por ende a revivir un proceso legal y definitivamente fenecido. 

2. EL CASO CONCRETO

La demanda que impetró el señor Fernando Correa Pérez ante el Juzgado Cuarto Adjunto del Circuito de Cali, conforme la sentencia que puso fin a la primera instancia visible del folio 160 al 169 del expediente, pretendía que el juez laboral diera aplicación del principio de la condición más beneficiosa para que fuera reconocida a su favor la pensión de invalidez, dado que no reunía los requisitos previstos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, pero si los establecidos en el Acuerdo 049 de 1990.
Fundamento de esa petición, descanso en que fue dictaminado por el ISS con una pérdida de capacidad laboral igual al 60.09% de origen común, con fecha de estructuración 18 de mayo de 2006; que en virtud a ello solicitó a la entidad el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, la cual le fue negada mediante acto administrativo No 0610 de 2009, por no haber cotizado semana alguna en los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez; que contra dicha resolución interpuso el recurso de apelación para que el fuera reconocida la prestación, dando aplicación al principio de la condición más beneficiosa.

Mediante providencia proferida el 30 de noviembre de 2010 el juzgado de conocimiento negó las pretensiones, al considerar que, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, los requisitos que debía cumplir el actor eran los dispuestos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, en su versión original, por haberse estructurada la invalidez en vigencia de la Ley 860 de 2003.  Tales presupuestos no fueron cumplidos, pues al tratarse de un afiliado inactivo debía acreditar un mínimo de 26 semanas en el año anterior a que se generó la discapacidad y, en ese interregno no cotizó semana alguna. Adicionalmente consideró la imposibilidad de dar un salto al Decreto 758 de 1990, porque en el intermedio de ésta norma y la que regula el caso se encuentra la Ley 100 de 1993

Como puede observarse, el fundamento fáctico de la demanda primigenia es el mismo en el que descansa la presente acción, sólo que a ésta última le fueron adicionados los hechos relacionados con la reclamación administrativa elevada el 17 de febrero de 2014 y los actos administrativos que se profirieron en procura de una respuesta. 
En cuanto a las pretensiones, ellas resultar ser idénticas, en la medida en que se reclama en ambas acciones el reconocimiento de la pensión de invalidez por aplicación del principio de la condición más beneficiosa, por no acreditar los requisitos dispuestos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, con las modificaciones de la Ley 860 de 2003, pero sí los presupuestos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990.

Respecto a los sujetos procesales, se tiene que también hay identidad entre estos, pues aun cuando la demanda inicial fue presentada en contra del Instituto de Seguros Sociales, la aquí demandada es la entidad encargada de la administración del régimen de prima media, luego de que se ordenará la liquidación de aquél. 
Conforme con lo expuesto, al cumplirse con los presupuestos del artículo 332 del C.P.C. (hoy 303 del C.G.P.) le correspondía a la juez de primer grado declarar probada de manera oficiosa la excepción de cosa juzgada, según lo prevé el artículo 306 del C.P.C. (hoy 282 del C.G.P.), tal y como efectivamente lo hizo; sin que en nada afecte esa decisión, la reclamación administrativa presentada el 17 de febrero de 2014, solicitando un nuevo estudio de la prestación, pero sin variar los argumentos expuestos desde la primera acción laboral, como tampoco el que Colpensiones haya proferido un  acto administrativo para resolver esa petición.

Tampoco tiene la entidad de dejar sin fundamento la decisión de primer grado que el derecho reclamado tenga el carácter de imprescriptible, pues como ya se explicó, lo que hace el fenómeno de la cosa juzgada es impedir que los funcionarios encargados de administrar justicia, reabran litigios que ya han sido resueltos con anterioridad, con el fin de garantizar la estabilidad jurídica, y adicionalmente otorgarle seriedad y seguridad al sistema.
En el anterior orden de ideas, se confirmará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un  100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 18 de agosto de 1998. Radicación No. 10819. M.P. Dr. José Roberto Herrera Vergara.
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